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EXPEDIENTE  : 2387-2021-SERVIR/TSC 
IMPUGNANTE  : IVON MARGARITA VALDIVIA GOMEZ 
ENTIDAD : MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE PACHACAMAC 
RÉGIMEN  : DECRETO LEGISLATIVO Nº 1057 
MATERIA  : RÉGIMEN DISCIPLINARIO 

SUSPENSIÓN POR TRESCIENTOS SESENTA Y CINCO (365) 
DÍAS SIN GOCE DE REMUNERACIONES 

 
SUMILLA: Se declara la NULIDAD de la Resolución de Gerencia Municipal Nº 020-
2021/MDP-GM, del 26 de abril de 2021, emitida por la Gerencia Municipal de la 
Municipalidad Distrital de Pachacamac; al haberse vulnerado el debido procedimiento 
administrativo. 
 
Lima, 23 de julio de 2021 
 
ANTECEDENTES 

 
1. Con Informe de precalificación Nº 075-2019-MDP-STPAD, del 10 de diciembre de 

2019, la Secretaría Técnica de Procesos Administrativos Disciplinarios de la 
Municipalidad Distrital de Pachacamac, en adelante la Entidad, recomendó a la Sub 
Gerencia de Recursos Humanos, iniciar procedimiento administrativo disciplinario 
a la señora IVON MARGARITA VALDIVIA GOMEZ, en adelante la impugnante, en su 
condición de Gerente de Planeamiento y Presupuesto, al existir indicios razonables 
de su presunta responsabilidad administrativa. 
 

2. Mediante Resolución de Sub Gerencia de Recursos Humanos Nº 007-2019-MDP-
GAF-SGRH1, del 12 de diciembre de 2019, la Sub Gerencia de Recursos Humanos de 
la Entidad, dispuso iniciar procedimiento administrativo disciplinario a la 
impugnante, en su condición de Gerente de Planeamiento y Presupuesto, 
atribuyéndole los hechos que se detallan a continuación: 
 
“Que, no obstante, durante el ejercicio de las funciones de la servidora Investigada 
en su condición de Gerente de Planeamiento y Presupuesto otorgó catorce (14) 
certificaciones presupuéstales correspondientes al período de noviembre de 2017 a 
diciembre de 2018 para el pago de los incentivos funcionales a favor del Gerente 
Municipal y el Jefe del Órgano de Control Institucional, lo cual permitió el 
desembolso de un total de SI 182, 000.00 (Ciento ochenta y dos mil soles) 

                                                 
1 Notificada a la impugnante el 17 de enero de 2020. 

RESOLUCIÓN Nº 001188-2021-SERVIR/TSC-Primera Sala

171188570012021
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desagregados en S/ 77, 000.00 (Setenta y siete mil soles) a favor del Jefe del OCI y 
8/ 105, 000.00 (Ciento cinco mil quinientos soles) a favor del Gerente Municipal - 
conforme al detalle del Cuadro N° 01 elaborado sobre la base de la información 
remitida por la Gerencia de Planeamiento y Presupuesto - bajo la denominación de 
incentivo por responsabilidad funcional al amparo de la Resolución de Alcaldía N° 
047-2007-MDSSP, que aprobó el Régimen de Incentivos a los Funcionarios 
designados en cargos de confianza y/o directivos de la Municipalidad Distrital de 
Pachacámac, (…)”. 
 
Es así como, por los hechos antes descritos, se le imputó a la impugnante la falta 
disciplinaria prevista en el literal d) del artículo 85º de la Ley Nº 30057 – Ley del 
Servicio Civil2, al haber inobservado su función prevista en el numeral 3 del artículo 
36º del Reglamento de Organización y Funciones de la Municipalidad Distrital de 
Pachacamac, aprobado por la aprobado por Ordenanza Nº 001-2015-MDP/C3,en 
concordancia, con los artículos tercero y sexto del Título Preliminar de la Ley Nº 
28112, Ley marco de la Administración Financiera del Sector Público4 y los artículos 
I, V y XI del numeral 2 de la Cuarta disposición Transitoria del Texto Único Ordenado 
de la Ley Nº 28411, Ley General del Sistema Nacional del Presupuesto, aprobado 

                                                 
2 Ley Nº 30057 – Ley del Servicio Civil 

“Artículo 85º.- Faltas de carácter disciplinario 
Son faltas de carácter disciplinario que, según su gravedad, pueden ser sancionadas con suspensión 
temporal o con destitución, previo proceso administrativo: 
(…) 
d) La negligencia en el desempeño de las funciones. 
(…)”. 

3 Reglamento de Organización y Funciones de la Municipalidad Distrital de Pachacamac, aprobado por 
la aprobado por Ordenanza Nº 001-2015-MDP/C  
“Artículo 36º.- Son funciones de la Gerencia de Planeamiento y Presupuesto: 
(…) 
3. Normar y controlar las actividades relacionadas a los sistemas de planeamiento y presupuesto, 
racionalización e inversiones, en armonía con la legislación vigente.. 
(…)”. 

4 Ley Nº 28112, Ley marco de la Administración Financiera del Sector Público 
TÍTULO PRELIMINAR 
(…) 
“TERCERO. - La Administración Financiera del Sector Público está orientada a viabilizar la gestión de los 
fondos públicos, conforme a las disposiciones del ordenamiento jurídico, promoviendo el adecuado 
funcionamiento de sus sistemas conformantes, según las medidas de política económica establecidas, 
en concordancia con la Ley de Responsabilidad y Transparencia Fiscal y el Marco Macroeconómico 
Multianual. 
(…) 
SEXTO. - Las entidades del Sector Público sólo pueden ejecutar ingresos y realizar gastos conforme a 
Ley. Cualquier demanda adicional no prevista se atiende únicamente con cargo a las asignaciones 
autorizadas en el respectivo Presupuesto Institucional. 
(…)”. 
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por Decreto Supremo Nº 04-2012-EF5, el artículo 6º de la Ley Nº 30518, Ley de 
Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 20176 y el artículo 6º de la Ley Nº 
30693, Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 20187. 

                                                 
5 Texto Único Ordenado de la Ley Nº 28411, Ley General del Sistema Nacional del Presupuesto, 

aprobado por Decreto Supremo Nº 04-2012-EF 
“TÍTULO PRELIMINAR 
PRINCIPIOS REGULATORIOS 
“Artículo I.- Equilibrio presupuestario 
El Presupuesto del Sector Público está constituido por los créditos presupuestarios que representan el 
equilibrio entre la previsible evolución de los ingresos y los recursos a asignar de conformidad con las 
políticas públicas de gasto, estando prohibido incluir autorizaciones de gasto sin el financiamiento 
correspondiente. 
(…). 
Artículo V.- Universalidad y unidad 
Todos los ingresos y gastos del Sector Público, así como todos los Presupuestos de las Entidades que lo 
comprenden, se sujetan a la Ley de Presupuesto del Sector Público. 
(…). 
Artículo XI.- Centralización normativa y descentralización operativa 
El Sistema Nacional del Presupuesto se regula de manera centralizada en lo técnico-normativo, 
correspondiendo a las Entidades el desarrollo del proceso presupuestario. 
(…)”. 
“Artículo 6º.- La Oficina de Presupuesto de la Entidad 
La Oficina de Presupuesto o la que haga sus veces es responsable de conducir el Proceso Presupuestario 
de la Entidad, sujetándose a las disposiciones que emita la Dirección General del Presupuesto Público, 
para cuyo efecto, organiza, consolida, verifica y presenta la información que se genere así como 
coordina y controla la información de ejecución de ingresos y gastos autorizados en los Presupuestos y 
sus modificaciones, los que constituyen el marco límite de los créditos presupuestarios aprobados”. 
“CUARTA. - Tratamiento de las Remuneraciones, bonificaciones, asignaciones y demás beneficios del 
Sector Público. 
(…) 
2. La aprobación y reajuste de remuneraciones, bonificaciones, aguinaldos y, refrigerio y movilidad de 
los trabajadores de los Gobiernos Locales, se atienden con cargo a los ingresos corrientes de cada 
Municipalidad. Su fijación se efectúa de acuerdo a lo dispuesto en el Decreto Supremo Nº 070-85-PCM, 
publicado el 31 de julio de 1985 y de conformidad a lo prescrito en el presente artículo. Corresponde al 
Concejo Provincial o Distrital, según sea el caso y bajo responsabilidad, garantizar que la aprobación y 
reajuste de los precitados conceptos cuenten con el correspondiente financiamiento debidamente 
previsto y disponible, bajo sanción de nulidad de pleno derecho de los actos administrativos que los 
formalicen. No son de aplicación a los Gobiernos Locales los aumentos de remuneraciones, 
bonificaciones o beneficios de cualquier otro tipo que otorgue el Poder Ejecutivo a los servidores del 
Sector Público. Cualquier pacto en contrario es nulo. 
(…)”. 

6 Ley Nº 30518, Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2017 
“Artículo 6º.- Ingresos del personal 
Prohíbase en las entidades del Gobierno Nacional, gobiernos regionales y gobiernos locales, el reajuste 
o incremento de remuneraciones, bonificaciones, dietas, asignaciones, retribuciones, estímulos, 
incentivos, compensaciones económicas y beneficios de cualquier naturaleza, cualquiera sea su forma, 
modalidad, periodicidad, y fuente de financiamiento. Asimismo, queda prohibida la aprobación de 
nuevas bonificaciones, asignaciones, incentivos, estímulos, retribuciones, dietas, compensaciones 
económicas y beneficios de toda índole con las mismas características señaladas anteriormente. Los 
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3. El 28 de enero de 2020, la impugnante presentó sus descargos, negando y 
contradiciendo los hechos imputados en su contra y señalando los siguientes 
argumentos: 
 
(i) Luego de expedirse la Resolución de Alcaldía Nº 047-2007-A/MDP de fecha 18 

de enero de 2007, se expidieron otros dispositivos legales como la Resolución 
de Alcaldía Nº100-2013-A/MDP de fecha 15 de enero de 2013, mediante el 
cual se aprobó la Directiva que reglamenta los incentivos a los funcionarios 
designados en cargos de confianza y/o directivos de la municipalidad. 

(ii) La Resolución de Alcaldía Nº609-2009-A/MDP de fecha 30 de diciembre de 
2009, que fue derogada por la Resolución de Alcaldía Nº100-2013-A/MDP de 
fecha 15 de enero de 2013, también reguló positivamente los incentivos a los 
funcionarios en la Municipalidad. 

(iii) Todas las normas citadas no fueron dejadas sin efectos o modificadas hasta la 
fecha, tampoco se podía solicitar administrativa o judicialmente su nulidad, 
por lo que se encontraban vigentes. 

(iv) Los incentivos laborales que otorgó la Municipalidad desde el año 2007 
estaban aprobados previamente con la Ordenanza Nº 100-MML que fue 
expedida por la Municipalidad Metropolitana Lima el 28/11/1996, mediante 
la cual se autorizó al alcalde de la Municipalidad Metropolitana de Lima 
otorgar incentivos pecuniarios de carácter temporal, extraordinario y no 
pensionable por razones de productividad, eficiencia y cumplimiento de 
objetivos y metas institucionales. 

(v) La Municipalidad Metropolitana Lima, emitió la Resolución de Alcaldía Nº 
1051-2006-A/MML, del 16 de agosto de 2006, mediante la cual se aprobó la 
Directiva Nº 001-2006-MML-GA-SP que estableció los criterios para otorgar 
los incentivos por responsabilidad funcional. 

(vi) La Ordenanza Nº 130-MML y la Resolución de Alcaldía Nº 1051-2006-A/MML 
de fecha 16 de agosto de 2006, sirvieron de base legal para la expedición de 

                                                 
arbitrajes en materia laboral se sujetan a las limitaciones legales establecidas por la presente norma y 
disposiciones legales vigentes. La prohibición incluye el incremento de remuneraciones que pudiera 
efectuarse dentro del rango o tope fijado para cada cargo en las escalas remunerativas respectivas”. 

7 Ley Nº 30518, Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2017 
“Artículo 6º.- Ingresos del personal 
Prohíbase en las entidades del Gobierno Nacional, gobiernos regionales y gobiernos locales, el reajuste 
o incremento de remuneraciones, bonificaciones, dietas, asignaciones, retribuciones, estímulos, 
incentivos, compensaciones económicas y beneficios de cualquier naturaleza, cualquiera sea su forma, 
modalidad, periodicidad, y fuente de financiamiento. Asimismo, queda prohibida la aprobación de 
nuevas bonificaciones, asignaciones, incentivos, estímulos, retribuciones, dietas, compensaciones 
económicas y beneficios de toda índole con las mismas características señaladas anteriormente. Los 
arbitrajes en materia laboral se sujetan a las limitaciones legales establecidas por la presente norma y 
disposiciones legales vigentes. La prohibición incluye el incremento de remuneraciones que pudiera 
efectuarse dentro del rango o tope fijado para cada cargo en las escalas remunerativas respectivas”. 
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la Resolución de Alcaldía Nº 047-2007-A/MDP de fecha 18 de enero de 2007 
y la Resolución de Alcaldía Nº 100-2013-A/MDP de fecha 15 de enero de 2013. 

(vii) La Resolución de Alcaldía Nº 100-2013-A/MDP de fecha 15 de enero de 2013, 
aprobó la Directiva que reglamenta los incentivos a los funcionarios 
designados en cargos de confianza y/o directivos de la Municipalidad 
aprobado con la Resolución de Alcaldía Nº047-2007-A/MDP, por tanto, no ha 
cometido actos de negligencia funcional ya sea por omisión o comisión 
porque con los documentos que suscribió nunca otorgué dicho beneficio, solo 
cumplió o acató las disposiciones vigentes. 

(viii) La Ordenanza Nº 100-MML, modificada por la Ordenanza Nº 130-MML 
expedida el 17/01/1997 y la Resolución de Alcaldía Nº 1051-2006-A/MML, 
aún continúan vigentes, siendo aplicadas por las diversas gestiones ediles de 
la Municipalidad Metropolitana Lima desde el 2006 hasta la actualidad. 

(ix) Las ordenanzas municipales que emitía la Municipalidad Metropolitana Lima 
quien actúa a la vez como Municipalidad Provincial, son de observancia 
obligatoria para las municipalidades distritales como la de Pachacamac, bajo 
responsabilidad funcional. 

(x) Todos los funcionarios que tramitaron desde el año 2007 al 2018, los pagos 
de los incentivos a los funcionarios no han cometido actos de negligencia 
funcional ya sea por omisión o comisión. 

(xi) Ha operado el plazo de prescripción para el inicio del procedimiento 
administrativo disciplinario, pues los hechos se suscitaron los años 2007 y 
2011, respectivamente. 

(xii) Solamente tramitaron una orden del alcalde. Asimismo, con los documentos 
que firmaron, nunca incrementaron o dieron por aprobados los incentivos 
laborales que se dieron desde el año 2007, con el Gerente Municipal y desde 
el año 2011 con el Jefe del OCI. 

(xiii) No se contaba con competencia administrativa o funcional para dejar sin 
efectos la Resolución de Alcaldía Nº 047-2007- A/MDP de fecha 18 de enero 
de 2007 y la Resolución de Alcaldía Nº 100-2013-A/MDP de fecha 15 de enero 
de 2013, por las cuales se aprobó la Directiva que reglamenta los incentivos a 
los funcionarios designados en cargos de confianza y/o directivos de la 
Municipalidad. 

(xiv) Nunca se realizó una consulta a SERVIR sobre los incentivos por 
responsabilidad funcional que venía dándose mediante Resolución de Alcaldía 
desde el año 2007, sino la consulta planteada fue sobre la homologación de 
la remuneración del Jefe de OCI. 

(xv) Los informes de SERIVIR no son vinculantes y menos pueden servir de medios 
probatorios o normas legales para sancionar. 

(xvi) Se ha vulnerado el derecho defensa y el debido procedimiento administrativo. 
(xvii) Solicitó se le remita copia de varios documentos, entre otros, Informe de 

Precalificación. 
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4. A través del Informe de Órgano Instructor Nº 01-2021-MDP-GAF-SGGRH, del 6 de 
abril de 2021, la Sub Gerencia de Recursos Humanos recomendó a la Gerencia 
Municipal, imponer a la impugnante la medida disciplinaria de suspensión sin goce 
de remuneraciones, al existir pruebas objetivas que acreditarían la comisión de la 
falta imputada. 
 

5. Con escrito presentado el 13 de abril de 2021, la impugnante amplía sus argumentos 
de defensa, solicitando la nulidad del Informe de Órgano Instructor Nº 01-2021-
MDP-GAF-SGGRH, señalando esencialmente lo siguiente: 

 
(i) La resolución de inicio, así como el Informe de Órgano Instructor Nº 01-

2021-MDP-GAF-SGGRH, fueron emitidas de manera indebida e ilegal por un 
funcionario de menor rango, el Subgerente de Recursos Humanos. 

(ii) La resolución de inicio, así como el Informe de Órgano Instructor Nº 01-
2021-MDP-GAF-SGGRH, debieron ser emitidos por el Gerente Municipal. 

(iii) Se realizó de manera indebida e ilegal la acumulación de tres resoluciones 
administrativas en el Expediente Nº 015-2019. 

(iv) Se debió abrir distintos expedientes administrativos para cada uno de los 
administrados o en todo caso, emitir una sola resolución para todos los 
investigados. 

(v) Ha operado el plazo de prescripción para el inicio del procedimiento 
administrativo disciplinario. 

(vi) El Memorando Nº 086-2019-MDP/OCI que presentó el Jefe de la OCI fue 
notificado al Subgerente de Recursos Humanos el 21 de enero de 2019, por 
lo cual, a la fecha del presente documento ya prescribió la acción 
administrativa disciplinaria. 

(vii) Realizó las certificaciones conforme al marco legal vigente y a los gastos 
anuales que incurre la Entidad, ya que, un año anterior a su nombramiento, 
se había aprobado el Presupuesto Institucional del 2017, donde se debía 
cancelar las planillas de pagos e incentivos presupuestados por la 
Subgerencia de Recursos Humanos. 

(viii) Solicita se señale fecha y hora para su informe oral. 
 

6. Mediante Resolución de Gerencia Municipal Nº 020-2021/MDP-GM8, del 26 de abril 
de 2021, la Gerencia Municipal de la Entidad, resolvió imponer a la impugnante la 
sanción disciplinaria de suspensión por trescientos sesenta y cinco (365) días sin 
goce de remuneraciones, por los hechos y faltas que le fueron imputados con el 
inicio del procedimiento administrativo disciplinario. 

 

                                                 
8 Notificada a la impugnante el 28 de abril de 2021, según cargo de notificación que obra en el expediente 
administrativo. 
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TRÁMITE DEL RECURSO DE APELACIÓN 
 
7. El 17 de mayo de 2021, la impugnante interpuso recurso de apelación contra la 

Resolución de Gerencia Municipal Nº 020-2021/MDP-GM, solicitando se declare la 
nulidad de todo el procedimiento y, en consecuencia, se retrotraiga el mismo hasta 
la etapa de precalificación de la falta, señalando los mismos argumentos expuestos 
en su escrito de descargo, añadiendo lo siguiente:  
 
(i) Se ha vulnerado el principio de debido procedimiento administrativo. 
(ii) Habría operado la prescripción del procedimiento administrativo 

disciplinario. 
(iii) Se habría vulnerado su derecho de defensa al no haberse efectuado en la 

resolución impugnada, el análisis de los argumentos expuestos en su escrito 
de descargo a efectos de determinar la responsabilidad administrativa 
disciplinaria. 

(iv) Se ha vulnerado el principio de debida motivación de las resoluciones. 
(v) La resolución de inicio realizó una indebida aplicación del artículo 87º de la 

Ley Nº 30057. Ley del Servicio Civil, toda vez que, la competencia recae en 
el órgano sancionador. 

(vi) Se ha vulnerado los principios de tipicidad y presunción de inocencia. 
(vii) La Entidad debió recurrir a medios probatorios idóneos para acreditar la 

falta imputada. 
 

8. Con Oficio Nº 017-2021-MDP-GM, la Gerencia Municipal de la Entidad remitió al 
Tribunal del Servicio Civil, en adelante el Tribunal, el recurso de apelación 
interpuesto por la impugnante, así como los antecedentes que dieron origen a la 
resolución impugnada. 
 

9. Mediante Oficios Nos 005697-2021-SERVIR/TSC y 005698-2021-SERVIR/TSC, la 
Secretaría Técnica del Tribunal comunicó a la impugnante y a la Entidad, 
respectivamente, la admisión del recurso de apelación. 
 

ANÁLISIS 
 
De la competencia del Tribunal del Servicio Civil 
 
10. De conformidad con el artículo 17º del Decreto Legislativo Nº 10239, modificado por 

la Centésima Tercera Disposición Complementaria Final de la Ley Nº 29951 - Ley del 

                                                 
9 Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 

Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos 
 “Artículo 17º.- Tribunal del Servicio Civil 
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Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 201310, el Tribunal tiene por 
función la resolución de controversias individuales que se susciten al interior del 
Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, en las materias: acceso 
al servicio civil, evaluación y progresión en la carrera, régimen disciplinario y 
terminación de la relación de trabajo; siendo la última instancia administrativa. 
 

11. Asimismo, conforme a lo señalado en el fundamento jurídico 23 de la Resolución de 
Sala Plena Nº 001-2010-SERVIR/TSC11, precedente de observancia obligatoria sobre 
competencia temporal, el Tribunal es competente para conocer en segunda y última 
instancia administrativa los recursos de apelación que sean presentados ante las 
entidades a partir del 15 de enero de 2010, siempre y cuando, versen sobre las 
materias establecidas descritas en el numeral anterior. 

 
12. Posteriormente, en el caso de las entidades del ámbito regional y local, el Tribunal 

asumió, inicialmente, competencia para conocer los recursos de apelación que 
correspondían solo a la materia de régimen disciplinario, en virtud a lo establecido 
en el artículo 90º de la Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil12, y el artículo 95º de su 

                                                 
El Tribunal del Servicio Civil - el Tribunal, en lo sucesivo - es un órgano integrante de la Autoridad que 
tiene por función la resolución de controversias individuales que se susciten al interior del Sistema. 
El Tribunal es un órgano con independencia técnica para resolver en las materias de su competencia. 
Conoce recursos de apelación en materia de: 
a) Acceso al servicio civil; 
b) Pago de retribuciones; 
c) Evaluación y progresión en la carrera; 
d) Régimen disciplinario; y, 
e) Terminación de la relación de trabajo. 
El Tribunal constituye última instancia administrativa. Sus resoluciones podrán ser impugnadas 
únicamente ante la Corte Superior a través de la acción contenciosa administrativa. 
Por decreto supremo refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, previa opinión favorable 
de la Autoridad, se aprobarán las normas de procedimiento del Tribunal”. 

10 Ley Nº 29951 - Ley del Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2013 
 DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 

“CENTÉSIMA TERCERA.- Deróguese el literal b) del artículo 17 del Decreto Legislativo Nº 1023, Decreto 
Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, rectora del Sistema Administrativo de 
Gestión de Recursos Humanos”. 

11 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 17 de agosto de 2010. 
12 Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil 

“Artículo 90º.- La suspensión y la destitución 
La suspensión sin goce de remuneraciones se aplica hasta por un máximo de trescientos sesenta y cinco 
(365) días calendario previo procedimiento administrativo disciplinario. El número de días de suspensión 
es propuesto por el jefe inmediato y aprobado por el jefe de recursos humanos o quien haga sus veces, 
el cual puede modificar la sanción propuesta. La sanción se oficializa por resolución del jefe de recursos 
humanos o quien haga su veces. La apelación es resuelta por el Tribunal del Servicio Civil. 
La destitución se aplica previo proceso administrativo disciplinario por el jefe de recursos humanos o 
quien haga sus veces. Es propuesta por el jefe de recursos humanos o quien haga sus veces y aprobada 
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reglamento general, aprobado por Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM13; para 
aquellos recursos de apelación interpuestos a partir del 1 de julio de 2016, conforme 
al comunicado emitido por la Presidencia Ejecutiva de SERVIR y publicado en el 
Diario Oficial “El Peruano”14, en atención al acuerdo del Consejo Directivo del 16 de 
junio de 201615. 
 

13. Sin embargo, es preciso indicar que a través del Comunicado de SERVIR publicado 
en el Diario Oficial “El Peruano” el 29 de junio de 2019, en atención a un nuevo 
acuerdo de su Consejo Directivo16, se hizo de público conocimiento la ampliación 

                                                 
por el titular de la entidad pública, el cual puede modificar la sanción propuesta. Se oficializa por 
resolución del titular de la entidad pública. La apelación es resuelta por el Tribunal del Servicio Civil”. 

13 Reglamento de la Ley Nº 30057, aprobado por Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM 
“Artículo 95º.- Competencia para el ejercicio de la potestad disciplinaria en segunda instancia 
De conformidad con el artículo 17 del Decreto Legislativo Nº 1023, que crea la Autoridad del Servicio 
Civil, rectora del sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, la autoridad competente 
para conocer y resolver el recurso de apelación en materia disciplinaria es el Tribunal del Servicio Civil, 
con excepción del recurso de apelación contra la sanción de amonestación escrita, que es conocida por 
el jefe de recursos humanos, según el artículo 89 de la Ley. 
La resolución de dicho tribunal pronunciándose sobre el recurso de apelación agota la vía 
administrativa”. 

14 El 1 de julio de 2016. 
15Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 

Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos 
“Artículo 16º.- Funciones y atribuciones del Consejo Directivo 
Son funciones y atribuciones del Consejo Directivo: 
a) Expedir normas a través de Resoluciones y Directivas de carácter general; 
b) Aprobar la política general de la institución; 
c) Aprobar la organización interna de la Autoridad, dentro de los límites que señala la ley y el Reglamento 
de Organización y Funciones; 
d) Emitir interpretaciones y opiniones vinculantes en las materias comprendidas en el ámbito del 
sistema; 
e) Nombrar y remover al gerente de la entidad y aprobar los nombramientos y remociones de los demás 
cargos directivos; 
f) Nombrar, previo concurso público, aceptar la renuncia y remover a los vocales del Tribunal del Servicio 
Civil; 
g) Aprobar la creación de Salas del Tribunal del Servicio Civil; 
h) Proponer el Texto Único de Procedimientos Administrativos; 
i) Supervisar la correcta ejecución técnica, administrativa, presupuestal y financiera de la institución; 
j) Disponer la intervención de las Oficinas de Recursos Humanos de las entidades públicas; y 
k) Las demás que se señalen en el Reglamento y otras normas de desarrollo del Sistema”. 

16Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 
Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, modificado por el Decreto 
Legislativo Nº 1450 
“Artículo 16º.- Funciones y atribuciones del Consejo Directivo 
Son funciones y atribuciones del Consejo Directivo: 
a) Expedir normas a través de Resoluciones y Directivas de carácter general y/o de alcance nacional; 
b) Aprobar las normas de desarrollo del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos; 
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de competencias del Tribunal en el ámbito regional y local, correspondiéndole la 
atención de los recursos de apelación interpuestos a partir del lunes 1 de julio de 
2019, derivados de actos administrativos emitidos por las entidades del ámbito 
regional y local, en lo que respecta al resto de materias: acceso al servicio civil, 
evaluación y progresión en la carrera, y terminación de la relación de trabajo; esto 
es, asumió la totalidad de su competencia a nivel nacional, tal como se puede 
apreciar en el siguiente cuadro: 

 
COMPETENCIAS DEL TRIBUNAL DEL SERVICIO CIVIL 

2010 2011 
Recursos de apelación 

interpuestos a partir del  
1 de julio de 2016 

Recursos de apelación 
interpuestos a partir del 

1 de julio de 2019 

PRIMERA SALA 
Gobierno Nacional 
(todas las materias) 

AMBAS SALAS 
Gobierno Nacional 
(todas las materias) 

AMBAS SALAS 
Gobierno Nacional 
(todas las materias) 

Gobierno Regional y Local 
(solo régimen 
disciplinario) 

AMBAS SALAS 
Gobierno Nacional y 

Gobierno Regional y Local 
(todas las materias) 

 
14. Por tal razón, al ser el Tribunal el único órgano que resuelve la segunda y última 

instancia administrativa en vía de apelación en las materias de acceso al servicio 
civil, evaluación y progresión en la carrera, régimen disciplinario y terminación de 
la relación de trabajo en los tres (3) niveles de gobierno (Nacional, Regional y Local), 
con la resolución del presente caso asume dicha competencia, pudiendo ser sus 
resoluciones impugnadas solamente ante el Poder Judicial. 
 

                                                 
c) Aprobar la política general de SERVIR; 
d) Aprobar el Presupuesto Institucional, los Estados Financieros, el Balance General, el Plan Estratégico 
Institucional y el Plan Operativo Institucional; 
e) Aprobar la organización interna de SERVIR, el funcionamiento del Consejo Directivo y el desarrollo de 
las funciones de las gerencias y de órganos que se requieran para el ejercicio de sus funciones, dentro 
de los límites que señala la ley y el Reglamento de Organización y Funciones; 
f) Emitir interpretaciones y opiniones vinculantes en las materias comprendidas en el ámbito del 
sistema; 
g) Designar y remover, a propuesta del Presidente Ejecutivo de SERVIR, al Gerente General de SERVIR, 
en los términos que apruebe el Consejo, y aprobar las incorporaciones por concurso público y 
desvinculaciones de los demás Gerentes, Directores y Jefes; 
h) Aprobar la designación, previo concurso público, aceptar la renuncia y aprobar la remoción de los 
vocales del Tribunal del Servicio Civil; 
i) Aprobar la creación de Salas del Tribunal del Servicio Civil; 
j) Proponer el Texto Único de Procedimientos Administrativos; 
k) Supervisar la correcta ejecución técnica, administrativa, presupuestal y financiera de la institución; 
l) Disponer la intervención de las Oficinas de Recursos Humanos de las entidades públicas; y, 
m) Las demás que se señalen en el Reglamento y otras normas de desarrollo del Sistema.” 
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15. En ese sentido, considerando que es deber de todo órgano decisor, en cautela del 
debido procedimiento, resolver la controversia puesta a su conocimiento según el 
mérito de lo actuado; y, habiéndose procedido a la admisión del recurso de 
apelación y valoración de los documentos y actuaciones que obran en el 
expediente, corresponde en esta etapa efectuar el análisis jurídico del recurso de 
apelación. 

 
Del régimen disciplinario y el procedimiento sancionador regulado por la Ley Nº 30057 
- Ley del Servicio Civil, y su Reglamento General, aprobado por el Decreto Supremo Nº 
040-2014-PCM 

 
16. Mediante la Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil, publicada el 4 de julio de 2013 en 

el Diario Oficial “El Peruano”, se aprobó un nuevo régimen del servicio civil para las 
personas que prestan servicios en las entidades públicas del Estado y aquellas que 
se encuentran encargadas de su gestión, con la finalidad de alcanzar mayores 
niveles de eficacia y eficiencia, así como prestar efectivamente servicios de calidad 
a la ciudadanía, promoviendo además el desarrollo de las personas que lo integran. 
 

17. Al respecto, el Título V de la citada Ley, establece las disposiciones que regularían 
el régimen disciplinario y el procedimiento sancionador, las mismas que conforme 
a lo dispuesto por la Novena Disposición Complementaria Final de la Ley del Servicio 
Civil17, serían aplicables una vez que entre en vigencia la norma reglamentaria sobre 
la materia. 

 
18. Es así que, el 13 de junio de 2014, se publicó en el Diario Oficial “El Peruano” el 

Reglamento General de la Ley del Servicio Civil, aprobado por Decreto Supremo Nº 
040-2014-PCM, en cuya Undécima Disposición Complementaria Transitoria18 se 

                                                 
17Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil 

DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 
“NOVENA.- Vigencia de la Ley 
a) (…) Las normas de esta ley sobre la capacitación y la evaluación del desempeño y el Título V, referido 
al régimen disciplinario y procedimiento sancionador, se aplican una vez que entren en vigencia las 
normas reglamentarias de dichas materias, con excepción de lo previsto en los artículos 17º y 18º de 
esta ley, que se aplican una vez que se emita la resolución de inicio del proceso de implementación. 
(…)”. 
 

18Reglamento General de la Ley Nº 30057, aprobado por el Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS TRANSITORIAS 
“UNDÉCIMA.- Del régimen disciplinario 
El título correspondiente al régimen disciplinario y procedimiento sancionador entra en vigencia a los 
tres (3) meses de publicado el presente reglamento con el fin que las entidades adecuen internamente 
al procedimiento. 
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estableció que el título correspondiente al régimen disciplinario y procedimiento 
sancionador entraría en vigencia a los tres (3) meses de su publicación, es decir, a 
partir del 14 de septiembre de 2014. 
 

19. En ese sentido, a partir del 14 de septiembre de 2014 resultan aplicables las normas 
previstas en el Título V de la Ley del Servicio Civil y el Título VI del Libro I de su 
Reglamento General, a todos los servidores y ex servidores comprendidos bajo los 
regímenes laborales de los Decretos Legislativos Nos 276, 728 y 1057, estando 
excluidos solo los funcionarios públicos que hayan sido elegidos mediante elección 
popular, directa y universal, conforme lo establece el artículo 90º del Reglamento 
General de la Ley del Servicio Civil19. 

 
20. En concordancia con lo señalado en el numeral precedente, a través de la Directiva 

Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC - “Régimen Disciplinario y Procedimiento Sancionador 
de la Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil”, aprobada por Resolución de Presidencia 
Ejecutiva Nº 101-2015-SERVIR-PE20, se efectuó diversas precisiones respecto al 
régimen disciplinario y el procedimiento sancionador regulado en la Ley del Servicio 
Civil y su Reglamento General, señalando en su numeral 4.1 que dichas 

                                                 
Aquellos procedimientos disciplinarios que fueron instaurados con fecha anterior a la entrada en 
vigencia del régimen disciplinario de la Ley 30057 se regirán por las normas por las cuales se les imputó 
responsabilidad administrativa hasta su terminación en segunda instancia administrativa”. 

19Reglamento General de la Ley Nº 30057, aprobado por Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM 
“Artículo 90º.- Ámbito de Aplicación 
Las disposiciones de este Título se aplican a los siguientes servidores civiles: 
a) Los funcionarios públicos de designación o remoción regulada, con excepción del Defensor del Pueblo, 
el Contralor General de la República, los miembros del Jurado Nacional de Elecciones, los miembros del 
Consejo Nacional de la Magistratura, el Jefe de la Oficina Nacional de Procesos Electorales, el Jefe del 
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, los miembros del Directorio del Banco Central de 
Reserva y el Superintendente de Banca, Seguros y Administradoras Privadas de Fondos de Pensiones. 
b) Los funcionarios públicos de libre designación y remoción, con excepción de los Ministros de Estado. 
c) Los directivos públicos; 
d) Los servidores civiles de carrera; 
e) Los servidores de actividades complementarias y 
f) Los servidores de confianza. 
Los funcionarios públicos de elección popular, directa y universal se encuentran excluidos de la 
aplicación de las disposiciones del presente Título. Su responsabilidad administrativa se sujeta a los 
procedimientos establecidos en cada caso”. 

20Directiva Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC - “Régimen Disciplinario y Procedimiento Sancionador de la Ley 
Nº 30057, Ley del Servicio Civil”, aprobada por la Resolución de Presidencia Ejecutiva Nº 101-2015-
SERVIR-PE 
“4. ÁMBITO 
4.1 La presente directiva desarrolla las reglas procedimentales y sustantivas del régimen disciplinario y 
procedimiento sancionador y es aplicable a todos los servidores y ex servidores de los regímenes 
regulados bajo los Decretos Legislativos 276, 728, 1057 y Ley Nº 30057, con las exclusiones establecidas 
en el artículo 90 del Reglamento. (…)”. 
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disposiciones resultaban aplicables a todos los servidores y ex servidores de los 
regímenes regulados por los Decretos Legislativos Nos 276, 728, 1057 y Ley Nº 
30057. 

 
21. Por tanto, a partir del 14 de septiembre de 2014 resultaban aplicables las normas 

previstas en el Título V de la Ley del Servicio Civil y el Título VI del Libro I de su 
Reglamento General, a todos los servidores y ex servidores comprendidos bajo los 
regímenes laborales de los Decretos Legislativos Nos 276, 728 y 1057. 

 
22. Por su parte, respecto a la vigencia del régimen disciplinario y el procedimiento 

administrativo disciplinario, en el numeral 6 de la Directiva Nº 02-2015-
SERVIR/GPGSC, se estableció cuales debían ser las normas que resultaban aplicables 
atendiendo al momento de la instauración del procedimiento administrativo, para 
lo cual se especificó los siguientes supuestos: 

 
(i) Los procedimientos administrativos disciplinarios instaurados antes del 14 de 

septiembre de 2014 se rigen por las normas sustantivas y procedimentales 
vigentes al momento de la instauración del procedimiento hasta la resolución 
de los recursos de apelación que, de ser el caso, se interpongan contra los actos 
que ponen fin al procedimiento. 

(ii) Los procedimientos administrativos disciplinarios instaurados desde el 14 de 
septiembre de 2014, por hechos cometidos con anterioridad a dicha fecha, se 
rigen por las reglas procedimentales previstas en la Ley del Servicio Civil y su 
Reglamento General, y por las reglas sustantivas aplicables al momento en que 
se cometieron los hechos. 

(iii) Los procedimientos administrativos disciplinarios instaurados desde el 14 de 
septiembre de 2014, por hechos cometidos a partir de dicha fecha, se regirán 
por las normas procedimentales y sustantivas sobre régimen disciplinario 
previstas en la Ley del Servicio Civil y su Reglamento General. 

(iv) Si en segunda instancia administrativa o en la vía judicial se declarase la nulidad 
en parte o de todo lo actuado, el procedimiento se regiría por las reglas 
procedimentales previstas en la Ley del Servicio Civil y su Reglamento General, 
y por las reglas sustantivas aplicables al momento en que se cometieron los 
hechos. 
 

23. Respecto a las reglas procedimentales y sustantivas de la responsabilidad 
disciplinaria, corresponde señalar que en el numeral 7 de la Directiva Nº 02-2015-
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SERVIR/GPGSC21, se especificó qué normas serían consideradas procedimentales y 
sustantivas, conforme a continuación se detalla: 
 
(i) Reglas procedimentales: Autoridades competentes, etapas y fases del 

procedimiento administrativo, plazos y formalidades de los actos 
procedimentales, reglas sobre actividad probatoria y ejercicio del derecho de 
defensa, medidas cautelares y plazos de prescripción22. 

(ii) Reglas sustantivas: Los deberes y/u obligaciones, prohibiciones, 
incompatibilidades, y derechos de los servidores, así como faltas y sanciones. 

 
24. En ese sentido, se debe concluir que a partir del 14 de septiembre de 2014 las 

entidades públicas con trabajadores sujetos bajo los regímenes regulados por el 
Decreto Legislativo Nº 276, Decreto Legislativo Nº 728 y Decreto Legislativo Nº 1057 
deben aplicar las disposiciones, sobre materia disciplinaria, establecidas en el Título 
V de la Ley del Servicio Civil y el Título VI del Libro I de su Reglamento General, 
siguiendo las reglas sustantivas y procedimentales mencionadas en los numerales 
precedentes. 
 

25. En el presente caso, de la documentación que obra en el expediente administrativo, 
se aprecia que la impugnante se encontraba en condición de servidor bajo el 
régimen laboral regulado por el Decreto Legislativo Nº 1057. En ese sentido, esta 
Sala considera que al haberse instaurado el procedimiento administrativo 

                                                 
21 Directiva Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC - “Régimen Disciplinario y Procedimiento Sancionador de la Ley 

Nº 30057, Ley del Servicio Civil”, aprobada por la Resolución de Presidencia Ejecutiva Nº 101-2015-
SERVIR-PE 
“7. REGLAS PROCEDIMENTALES Y REGLAS SUSTANTIVAS DE LA RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA 
Se considera como normas procedimentales y sustantivas, para efectos de los dispuesto en el numeral 
6 de la presente directiva, las siguientes: 
7.1 Reglas procedimentales: 
- Autoridades competentes del procedimiento administrativo disciplinario. 
- Etapas y fases del procedimiento administrativo disciplinario y plazos para la realización de actos 

procedimentales. 
- Formalidades previstas para la emisión de los actos procedimentales. 
- Reglas sobre actividad probatoria y ejercicio del derecho de defensa. 
- Medidas cautelares. 
- Plazos de prescripción. 
7.2 Reglas sustantivas: 
- Los deberes y/u obligaciones, prohibiciones, incompatibilidades y derechos de los servidores. 
- Las faltas. 
- Las sanciones: tipos, determinación graduación y eximentes”. 

22 Cabe destacar que a través de la Resolución de Sala Plena Nº 001-2016-SERVIR/TSC, vigente desde el 
28 de noviembre de 2016, se estableció como precedente administrativo de observancia obligatoria, 
entre otros aspectos que, la prescripción tiene naturaleza sustantiva; por lo que para efectos del 
régimen disciplinario y procedimiento sancionador regulado por la Ley del Servicio Civil, el plazo de 
prescripción debe ser considerada como regla sustantiva. 
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disciplinario después del 14 de septiembre de 2014 por hechos que se suscitaron 
con posterioridad a dicha fecha, resultan aplicables las normas sustantivas y 
procedimentales previstas en la Ley del Servicio Civil y su Reglamento General. 

 
De la observancia del debido procedimiento y el derecho de defensa  

 
26. Al respecto, el numeral 3 del artículo 139º de la Constitución Política del Perú 

establece, como principio de la función jurisdiccional, la observancia del debido 
proceso y la tutela jurisdiccional. Al respecto, el Tribunal Constitucional ha señalado 
que estos principios “(...) no sólo se limitan a las formalidades propias de un 
procedimiento judicial, sino que se extiende a los procedimientos administrativos 
sancionatorios. En efecto, el debido proceso está concebido como el cumplimiento 
de todas las garantías, requisitos y normas de orden público que deben observarse 
en las instancias procesales de todos los procedimientos, incluidos los 
administrativos, a fin de que las personas estén en condiciones de defender 
adecuadamente sus derechos ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos 
(…)”23. 
 

27. En el mismo sentido, el Tribunal Constitucional manifiesta que “(...) en reiterada 
jurisprudencia, el Tribunal Constitucional ha sostenido que el derecho reconocido en 
la referida disposición “(...) no sólo tiene una dimensión, por así decirlo, "judicial", 
sino que se extiende también a sede "administrativa" y, en general, como la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos lo ha sostenido, a "cualquier órgano del 
Estado que ejerza funciones de carácter materia/mente jurisdiccional (el que) tiene 
la obligación de adoptar resoluciones apegadas a las garantías del debido proceso 
legal, en los términos del artículo 8º de la Convención Americana (... )24. 

 
28. Por su parte, el Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 – Ley del Procedimiento 

Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS, en 
adelante el TUO de la Ley Nº 27444, establece como principio del procedimiento 
administrativo, entre otros, el debido procedimiento25, por el cual los administrados 

                                                 
23 Fundamento 3 de la sentencia emitida en el expediente Nº 2659-2003-AA/TC. 
24 Fundamento 3 de la sentencia emitida en el expediente Nº 2659-2003-AA/TC. 
25Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 

por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS 
 TÍTULO PRELIMINAR 

“Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo 
El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin 
perjuicio dela vigencia de otros principios generales del Derecho Administrativo:  
(…) 
1.2. Principio del debido procedimiento.- Los administrados gozan de los derechos y garantías implícitos 
al debido procedimiento administrativo. Tales derechos y garantías comprenden, de modo enunciativo 
mas no limitativo, los derechos a ser notificados; a acceder al expediente; a refutar los cargos 
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tienen derecho a ser notificados; a acceder al expediente; a refutar los cargos 
imputados; a exponer argumentos y a presentar alegatos complementarios; a 
ofrecer y a producir pruebas; a solicitar el uso de la palabra, cuando corresponda; a 
obtener una decisión motivada, fundada en derecho, emitida por autoridad 
competente, y en un plazo razonable; y, a impugnar las decisiones que los afecten. 
 

29. Con relación al derecho de defensa, el numeral 14 del artículo 139º de la 
Constitución Política del Perú26, dispone que nadie puede ser privado de este 
derecho en ningún estado del proceso; sobre este aspecto, el Tribunal 
Constitucional ha señalado que “(...) el debido proceso y los derechos que conforman 
su contenido esencial están garantizados no sólo en el seno de un proceso judicial, 
sino también en el ámbito del procedimiento administrativo (...)”27; siendo el 
derecho de defensa parte del derecho del debido proceso, el cual “(...) se proyecta 
como principio de interdicción para afrontar cualquier indefensión y como principio 
de contradicción de los actos procesales que pudieran repercutir en la situación 
jurídica de algunas de las partes, sea en un proceso o procedimiento, o en el caso de 
un tercero con interés28”. 

 
30. En ese mismo sentido, el Tribunal Constitucional29 ha señalado que: “El derecho de 

defensa reconocido en el inciso 14) del artículo 139° de la Constitución garantiza que 
los justiciables, en la protección de derechos y obligaciones, cualquiera que sea su 
naturaleza (civil, penal, labora), no queden en estado de indefensión. El contenido 
esencial del derecho de defensa queda afectado cuando, en el seno de un proceso 
judicial, cualquiera de las partes resulta impedida, por concretos actos de los 
órganos judiciales, de ejercer los medios necesarios, suficientes y eficaces para 
defender sus derechos e intereses legítimos”. 
 

                                                 
imputados; a exponer argumentos y a presentar alegatos complementarios; a ofrecer y a producir 
pruebas; a solicitar el uso de la palabra, cuando corresponda; a obtener una decisión motivada, fundada 
en derecho, emitida por autoridad competente, y en un plazo razonable; y, a impugnar las decisiones 
que los afecten. La institución del debido procedimiento administrativo se rige por los principios del 
Derecho Administrativo. La regulación propia del Derecho Procesal es aplicable solo en cuanto sea 
compatible con el régimen administrativo. (…)”. 

26Constitución Política del Perú: 
 “Artículo 139º.- Principios de la Administración de Justicia 
 Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 

El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado del proceso. Toda persona será 
informada inmediatamente y por escrito de la causa o las razones de su detención. Tiene derecho a 
comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a ser asesorada por éste desde que es 
citada o detenida por cualquier autoridad”.  

27Fundamento 13 de la sentencia emitida en el Expediente Nº 8605-2005-AA/TC. 
28Fundamento 14 dela sentencia emitida en el expediente Nº 8605-2005-AA/TC. 
29 Fundamento 2 de la Sentencia emitida en el Expediente Nº 03051-2010-HC/TC. 
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31. En este mismo sentido, el artículo 6º del TUO la Ley Nº 2744430 señala que la 
motivación deberá ser expresa, mediante una relación concreta y directa de los 
hechos probados relevantes del caso específico, y la exposición de las razones 
jurídicas y normativas que, con referencia directa a los anteriores, justifican el acto 
adoptado. 

 
32. El incumplimiento del deber de motivación del acto administrativo comprende dos 

supuestos principales: la carencia absoluta de motivación y la existencia de una 
motivación insuficiente o parcial. En el segundo caso, por tratarse de un vicio no 
trascendente, prevalece la conservación del acto a la que hace referencia el artículo 
14º del TUO de la Ley Nº 2744431. En el primero, al no encontrarse incluido en dicho 

                                                 
30Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 

por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS 
“Artículo 6º.- Motivación del acto administrativo 
6.1 La motivación debe ser expresa, mediante una relación concreta y directa de los hechos probados 
relevantes del caso específico, y la exposición de las razones jurídicas y normativas que con referencia 
directa a los anteriores justifican el acto adoptado. 
6.2 Puede motivarse mediante la declaración de conformidad con los fundamentos y conclusiones de 
anteriores dictámenes, decisiones o informes obrantes en el expediente, a condición de que se les 
identifique de modo certero, y que por esta situación constituyan parte integrante del respectivo acto. 
Los informes, dictámenes o similares que sirvan de fundamento a la decisión, deben ser notificados al 
administrado conjuntamente con el acto administrativo. 
6.3 No son admisibles como motivación, la exposición de fórmulas generales o vacías de 
fundamentación para el caso concreto o aquellas fórmulas que por su oscuridad, vaguedad, 
contradicción o insuficiencia no resulten específicamente esclarecedoras para la motivación del acto. 
No constituye causal de nulidad el hecho de que el superior jerárquico de la autoridad que emitió el acto 
que se impugna tenga una apreciación distinta respecto de la valoración de los medios probatorios o de 
la aplicación o interpretación del derecho contenida en dicho acto. Dicha apreciación distinta debe 
conducir a estimar parcial o totalmente el recurso presentado contra el acto impugnado. 
6.4 No precisan motivación los siguientes actos: 
6.4.1 Las decisiones de mero trámite que impulsan el procedimiento. 
6.4.2 Cuando la autoridad estima procedente lo pedido por el administrado y el acto administrativo no 
perjudica derechos de terceros.6.4.3 Cuando la autoridad produce gran cantidad de actos 
administrativos sustancialmente iguales, bastando la motivación única. 
6.4.3 Cuando la autoridad produce gran cantidad de actos administrativos sustancialmente iguales, 
bastando la motivación única”. 

31Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 
por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS  
“Artículo 14º.- Conservación del acto 
14.1 Cuando el vicio del acto administrativo por el incumplimiento a sus elementos de validez, no sea 
trascendente, prevalece la conservación del acto, procediéndose a su enmienda por la propia autoridad 
emisora. 
14.2 Son actos administrativos afectados por vicios no trascendentes, los siguientes: 
14.2.1 El acto cuyo contenido sea impreciso o incongruente con las cuestiones surgidas en la motivación. 
14.2.2 El acto emitido con una motivación insuficiente o parcial. 
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supuesto, el efecto es la nulidad de pleno derecho del acto administrativo, de 
conformidad con lo dispuesto por el numeral 2 del artículo 10º de la misma norma32. 
Corresponde, entonces, determinar en cuál de las categorías reseñadas se encuadra 
la motivación que sustenta el acto administrativo impugnado. 

 
33. Sobre el particular, es necesario considerar que la exigencia de motivación de las 

resoluciones administrativas ha sido materia de pronunciamiento expreso del 
Tribunal Constitucional, que ha precisado su finalidad esencial del siguiente modo: 
“La doctrina considera, pues, que la motivación supone la exteriorización obligatoria 
de las razones que sirven de sustento a una resolución de la Administración, siendo 
un mecanismo que permite apreciar su grado de legitimidad y limitar la 
arbitrariedad de su actuación. Evidentemente, tal exigencia varía de intensidad 
según la clase de resolución, siendo claro que ella deberá ser más rigurosa cuando 
se trate, por ejemplo, de decisiones sancionadoras, como ocurre en el caso sub 
exámine”33. 
 

34. En esa misma línea, acerca del derecho a la motivación de las decisiones de la 
administración, el Tribunal Constitucional34 ha señalado lo siguiente: 
 
“Cabe acotar que la Constitución no establece una determinada extensión de la 
motivación, por lo que su contenido esencial se respeta siempre que exista 
fundamentación, congruencia entre lo pedido y lo resuelto y, por sí misma, exprese 
una suficiente justificación de la decisión adoptada, aun si esta es breve o concisa o 
se presenta el supuesto de motivación por remisión. 
La motivación de la actuación administrativa, es decir, la fundamentación con los 
razonamientos en que se apoya, es una exigencia ineludible para todo tipo de actos 

                                                 
14.2.3 El acto emitido con infracción a las formalidades no esenciales del procedimiento, considerando 
como tales aquellas cuya realización correcta no hubiera impedido o cambiado el sentido de la decisión 
final en aspectos importantes, o cuyo incumplimiento no afectare el debido proceso del administrado. 
14.2.4 Cuando se concluya indudablemente de cualquier otro modo que el acto administrativo hubiese 
tenido el mismo contenido, de no haberse producido el vicio. 
14.2.5 Aquellos emitidos con omisión de documentación no esencial.  
14.3 No obstante la conservación del acto, subsiste la responsabilidad administrativa de quien emite el 
acto viciado, salvo que la enmienda se produzca sin pedido de parte y antes de su ejecución. (…)”. 

32Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 – Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 
por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS 
“Artículo 10º.- Causales de nulidad 
Son vicios del acto administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho, los siguientes:  
(…) 
2. El defecto o la omisión de alguno de sus requisitos de validez, salvo que se presente alguno de los 
supuestos de conservación del acto a que se refiere el Artículo 14. (…)”. 

33Fundamento 9º de la sentencia recaída en el Expediente Nº 4289-2004-AA/TC. 
34Fundamento 9º de la sentencia recaída en el Expediente Nº 0091-2005-PA/TC. 
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administrativos, imponiéndose las mismas razones para exigirla tanto respecto de 
actos emanados de una potestad reglada como discrecional. 
 
El tema de la motivación del acto administrativo es una cuestión clave en el 
ordenamiento jurídico-administrativo, y es objeto central de control integral por el 
juez constitucional de la actividad administrativa y la consiguiente supresión de los 
ámbitos de inmunidad jurisdiccional. 
 
Constituye una exigencia o condición impuesta para la vigencia efectiva del principio 
de legalidad, presupuesto ineludible de todo Estado de derecho. A ello, se debe 
añadir la estrecha vinculación que existe entre la actividad administrativa y los 
derechos de las personas. Es indiscutible que la exigencia de motivación suficiente 
de sus actos es una garantía de razonabilidad y no arbitrariedad de la decisión 
administrativa. 
En esa medida, este Tribunal debe enfatizar que la falta de motivación o su 
insuficiencia constituye una arbitrariedad e ilegalidad, en la medida en que es una 
condición impuesta por la Ley Nº 27444. Así, la falta de fundamento racional 
suficiente de una actuación administrativa es por sí sola contraria a las garantías 
del debido procedimiento administrativo”. 

 
35. En este sentido, existe la obligación por parte de las entidades públicas de respetar 

los principios constitucionalmente reconocidos, dentro de los cuales se encuentra 
el derecho de defensa y el debido procedimiento. 

 
Sobre el análisis del caso concreto  
 
36. En el presente caso, se puede verificar del recurso de apelación que la impugnante 

ha sostenido que se le habría vulnerado el derecho de defensa y el debido 
procedimiento, toda vez que, la Entidad al momento de emitir la resolución de 
sanción no habría realizado el análisis de sus argumentos expuestos en su escrito 
de descargo. 

 
37. Sobre el particular, de la revisión de la Resolución de Gerencia Municipal Nº 020-

2021/MDP-GM, a través del cual se sancionó a la impugnante, se verifica que la 
Gerencia Municipal en su condición de Órgano Sancionador, si bien hizo el análisis 
de la falta imputada, incluyendo la descripción de los hechos y las normas 
vulneradas, expresando con precisión la responsabilidad de la impugnante, no es 
menos cierto que dicha autoridad no hace mención alguna respecto de los 
argumentos que esta expuso en su escrito de descargo de fecha 28 de enero de 
2020, los cuales han sido reseñados en el numeral 3 de la presente resolución, 
siendo a criterio de este Tribunal, relevantes a fin de determinar la presunta 
responsabilidad de la impugnante. 
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38. Así, se aprecia de la Resolución de Gerencia Municipal Nº 020-2021/MDP-GM, que 
la Gerencia Municipal de la Entidad en su condición de Órgano Sancionador, solo se 
ha limitado a emitir pronunciamiento respecto de algunos argumentos expuestos 
por la impugnante en escrito presentado el 13 de abril de 2021, omitiendo 
pronunciarse respecto de sus argumentos de defensa desarrollados en el escrito de 
descargo de fecha 28 de enero de 2020. En la mencionada resolución se señala lo 
siguiente:  
 

“Que, mediante Carta 004-2021 MDP-GM de fecha 08 de abril del 2021 la 
procesada fue notificado con el Informe Final del Órgano Instructor 001-2021-
MDP-GM, a efectos de solicitar su informe oral, habiendo presentado como 
respuesta con fecha 13 de abril del 2021, el documento simple 2889, en donde 
solicita informe oral, y asimismo deduce en su defensa la Nulidad de Forma bajo 
el argumento que bajo el número de expediente 015-2019 se han expedido tres 
resoluciones administrativas, aduciendo que tal acumulación es ilegal pues debió 
ser ordenada por la máxima autoridad, a este respecto debe señalar que no ha 
existido ninguna acumulación de expedientes toda vez que se trata de un único 
expediente del que se determinó distintas responsabilidades, para distintos ex 
servidores de la Municipalidad de Pachacamac, siendo que en su caso 
efectivamente se instauró un solo proceso disciplinario, que se refiere al proceso 
Iniciado mediante Resolución de Sub Gerencia de Recursos Humanos Nº 007-
2019/MDP-GAF-SGRH de fecha 12 de diciembre del 2019, en calidad de Gerente 
de Planeamiento y Presupuesto. 
Que, en el mismo escrito el procesado soslayó varios argumentos de defensa, 
como la prescripción del procedimiento iniciado en su contra, y otros argumentos 
que en su oportunidad ya fueron rebatidos por el Órgano Instructor, pero sin 
embargo por estar al principio constitucional del derecho de defensa se examina 
de manera muy clara en lo que sigue. 
Que, sobre la fecha de la comisión de la Falta, este órgano acoge el argumento 
de la falta continuada siendo así y conforme a lo establecido en el cuarto párrafo 
de! numeral 10.1 del punto 10 de la Directiva Nº 02-2015-SERVIR/GPGSC. en los 
casos de falta continuada para el cómputo del plazo, se entiende que la comisión 
de la falta se produce con el último acto que suponga la comisión de la misma 
falta, lo cual en el presente caso se produjo con la emisión de la certificación de 
crédito presupuestario correspondiente al mes de diciembre de 2018, habiéndose 
interrumpido el plazo de prescripción de los tres años desde la comisión de la falta 
cuando la Sub Gerencia de Recursos Humanos tomó conocimiento de los hechos 
presumiblemente irregulares el 25 de enero de 2019 de acuerdo a lo señalado en 
el Memorando Nº 901-2019- MDP/GAF-SGRH por lo que a la fecha de inicio del 
Procedimiento se encontraba vigente la acción administrativa para iniciar el PAD, 
es decir de diciembre del 2018, la prescripción de tres años operaría en diciembre 
del 2021 (…)”. 
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39. Sobre el particular, el numeral 172.1 del artículo 172º del Texto Único Ordenado de 
la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por 
Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS, en adelante TUO de la Ley Nº 27444, establece 
que: “Los administrados pueden en cualquier momento del procedimiento, formular 
alegaciones, aportar los documentos u otros elementos de juicio, los que serán 
analizados por la autoridad, al resolver”.  
 

40. De la norma antes citada, se puede apreciar que la autoridad administrativa dentro 
del marco de un procedimiento, al momento de resolver, se encuentra obligada a 
tener en cuenta las alegaciones o los documentos que aporten los administrados a 
lo largo del procedimiento, debiéndose precisar que el derecho defensa no se agota 
con la presentación de la contradicción a los cargos imputados o la presentación de 
los alegatos complementarios, sino que también implica la obligación de la 
autoridad administrativa de que estos sean tomados en cuenta, ya sea 
rechazándolos o acogiéndolos de manera parcial o total. 

 

41. No obstante, en el presente caso, no se logra advertir ello, toda vez que, la Entidad 
al emitir la resolución de sanción se ha limitado a analizar algunos argumentos 
expuestos por la impugnante en el escrito presentado el 13 de abril de 2021, 
mediante el cual cuestiona las recomendaciones contenidas en el Informe de 
Órgano Instructor Nº 01-2021-MDP-GAF-SGGRH (ver numeral 5), omitiendo 
pronunciarse respecto de los argumentos expuestos en su escrito de descargo 
presentado con fecha 28 de enero de 2020, el cual contiene información relevante 
a fin de determinar su presunta responsabilidad administrativa disciplinaria (ver 
numeral 3). 
 

42. Es decir, el acto administrativo impugnado no se encuentra debidamente motivado, 
toda vez que no se tomó en cuenta los argumentos y documentos presentados por 
la impugnante en sus descargos, por lo que corresponderá que se emita un nuevo 
pronunciamiento al respecto, analizando y valorando los mencionados descargos. 
 

43. Por último, es pertinente precisar que, si bien en el Informe de Órgano Instructor 
Nº 01-2021 -MDP/GAF-SGGRH se analizaron los argumentos de defensa de la 
impugnante expuestos en su escrito de descargo, se debe de tener en cuenta que 
dicho informe fue emitido por el Órgano Instructor, siendo que al emitir la 
resolución que pone fin al procedimiento, corresponde al Órgano Sancionador 
analizar y valorar los mencionados descargos, pudiendo inclusive apartarse de las 
de las recomendaciones del Órgano Instructor, siempre y cuando motive 
adecuadamente las razones que lo sustentan. 
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44. De lo expuesto, resulta evidente que se ha vulnerado el derecho de defensa de la 
impugnante, toda vez que la Entidad la sancionó sin haber realizado un análisis de 
sus descargos y de las pruebas que aportó en su oportunidad. 
 

45. Por tanto, puede concluirse que la Entidad no ha cumplido con su obligación de 
garantizar el debido procedimiento, apartándose así de lo establecido en las 
disposiciones legales analizadas en los párrafos precedentes y de los límites que 
impone la Constitución al ejercicio de la potestad sancionadora. De manera que la 
resolución impugnada se encuentra inmersa en la causal de nulidad prevista en el 
numeral 1 del artículo 10º del TUO de la Ley Nº 2744435. 

 
Corresponde, entonces, que se retrotraiga el procedimiento administrativo para 
que la Entidad subsane en el más breve plazo los vicios advertidos por este Tribunal; 
no debiendo olvidar que sus autoridades serán responsables si la potestad 
sancionadora prescribe por el incumplimiento de los plazos previstos en la ley. 
 

46. Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, este Tribunal debe precisar que la 
nulidad declarada en la presente resolución no significa un pronunciamiento que 
genere impunidad en los hechos materia de imputación contra la impugnante, toda 
vez que su responsabilidad será determinada en el procedimiento administrativo 
disciplinario a cargo de la Entidad, para lo cual se deberá respetar el debido 
procedimiento administrativo de la impugnante, como garantía de todo 
administrado, siguiendo los criterios señalados en los párrafos precedentes. 
 

47. Finalmente, esta Sala estima que, habiéndose constatado la vulneración del debido 
procedimiento administrativo, deviene en innecesario pronunciarse sobre los 
argumentos esgrimidos en el recurso de apelación sometido a conocimiento. 
 

En ejercicio de las facultades previstas en el artículo 17º del Decreto Legislativo Nº 1023, 
la Primera Sala del Tribunal de Servicio Civil; 
 
RESUELVE: 
 
PRIMERO. - Declarar la NULIDAD de la Resolución de Gerencia Municipal Nº 020-
2021/MDP-GM, del 26 de abril de 2021, emitida por la Gerencia Municipal de la 
MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE PACHACAMAC; al haberse vulnerado el debido 
procedimiento administrativo. 

                                                 
35Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 

por Decreto Supremo Nº 004-2019-JUS 
“Artículo 10º.- Causales de nulidad  
Son vicios del acto administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho, los siguientes:  
1. La contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas reglamentarias (…)”. 
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SEGUNDO. - Disponer que se retrotraiga el procedimiento al momento previo a la 
emisión de la Resolución de Gerencia Municipal Nº 020-2021/MDP-GM, del 26 de abril 
de 2021, y que la MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE PACHACAMAC subsane en el más breve 
plazo los vicios advertidos, teniendo en consideración para tal efecto los criterios 
señalados en la presente resolución.  
 
TERCERO. - Notificar la presente resolución a la señora IVON MARGARITA VALDIVIA 
GOMEZ y a la MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE PACHACAMAC, para su cumplimiento y 
fines pertinentes. 
 
CUARTO. - Devolver el expediente a la MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE PACHACAMAC, 
debiendo la entidad considerar lo señalado en el artículo 11º del TUO de la Ley Nº 27444.  
 
QUINTO. - Disponer la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.servir.gob.pe). 
 

Regístrese, comuníquese y publíquese. 

 
L13/CP8 

http://www.servir.gob.pe/



